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			PRESENTACIÓN

			




			La presente monografía tiene como antecedentes una serie de trabajos desarrollados a lo largo de más de una década y que se han ocupado de diversos aspectos de la salud pública de la ciudad de Alicante durante la primera mitad del siglo XIX1. Entre los temas abordados destaca la investigación de alguna de las epidemias que sufrió la ciudad; una aproximación a la manera de organizar sus recursos benéfico asistenciales y a los problemas que se planteaban; el estudio de la acometida de obras destinadas a mejorar las condiciones medioambientales e higiénicas en la población y sus alrededores; la permeabilidad de los médicos a nuevas doctrinas como la de la homeopatía; la evolución local de la práctica de la vacunación; el análisis de la mortalidad en los diferentes barrios de la población; el estudio de la morbimortalidad y el cambio de asistencia ofrecida por el Hospital Civil de San Juan de Dios y el control social ejercido por las autoridades locales en la gestión de las epidemias.

			La elaboración de un trabajo dedicado a algunas dietas específicas –como la destinada a los miembros del ejército y a los alumnos del Instituto de segunda enseñanza de la ciudad– así como el análisis de algunos problemas suscitados por la carestía de los artículos de primera necesidad, especialmente el pan, o la escasez de los productos cárnicos2, nos llevó a trabajar más profundamente sobre el abastecimiento y control de los víveres en el municipio alicantino. Auxiliándonos en la documentación local, hemos tratado de reconstruir la organización de los mercados y mataderos, la manera de gestionarlos, las dificultades en el intercambio de estos productos, los problemas derivados de la carestía de los artículos de primera necesidad, la forma en que la ciudad abordaba las crisis de subsistencias, los fraudes a los que se exponían los compradores o consumidores de alimentos y la manera de tratar de atajarlos, etc.

			La dificultad y el interés de estos estudios estriba en reunir la información dispersa en multitud de documentos que reflejan la vida cotidiana en un momento histórico determinado y para una actividad tan importante como el del abastecimiento de productos alimenticios. Las dificultades para la consecución de este último objetivo para gran parte de la población alicantina justifica ampliamente el título, ya que era verdaderamente un reto procurarse a diario el alimento necesario3.

			Por otra parte, la época histórica estudiada comporta un doble reto ligado a la inestabilidad política, administrativa y social que la caracterizó. Por esta razón, nos ha parecido oportuno abordar, a modo de introducción, el complicado proceso de adaptación que tuvo que experimentar el ámbito municipal, y en concreto la ciudad de Alicante. El análisis en la esfera municipal de la legislación emanada del poder central permite revelar el grado de cumplimiento real de esas normas, y el rechazo o la inercia de los municipios para adaptarse a los cambios.

			Se trata, asímismo, de un período histórico, previo al empleo de técnicas químicas y bacteriológicas en el control de la calidad de los alimentos. Aún no existían los laboratorios o profesionales con una formación específica en bromatología y otras ciencias para detectar las adulteraciones o falsificaciones mediante unos procedimientos más o menos estandarizados, o certificar de manera más o menos cuantitativa la calidad de un determinado producto alimenticio4. No obstante, esto no debe hacernos pensar que no existía ningún control de los alimentos o que reinaba el desinterés más absoluto por garantizar la idoneidad de dichos productos. Nada más lejos de la realidad, en sintonía con la tradición de los municipios forales5, existía una gran preocupación por ordenar los espacios donde se comerciaba con alimentos en la ciudad y por garantizar la limpieza e higiene de los puestos de venta. La ciudad poseía unos peritos o veedores que inspeccionaban ciertos productos con el objetivo de detectar cualquier alteración indeseable, principalmente en harinas, pan, carnes, pescados y vino. Se había establecido la manera de controlar y vigilar el mercado y el tránsito de mercancías en toda la ciudad para evitar los fraudes, tanto en el peso como en su calidad, a través del encargado de la llamada oficina del repeso auxiliado por alguno de los regidores del ayuntamiento. Las autoridades locales y provinciales velaban por garantizar el abastecimiento suficiente en productos de primera necesidad. Por su parte, la Hacienda Real tenía empleados que vigilaban la entrada de los productos alimenticios a través de las puertas de la ciudad para cobrar los impuestos ligados a algunos de ellos. De hecho, gran parte de la actividad generada en torno a los víveres estaba gravada con multitud de impuestos.

			Como se puede comprobar, existía una importante iniciativa institucional en materia de seguridad alimentaria, circunstancia que unida a la escasez de estudios relacionados con el abastecimiento de alimentos en la primera mitad del siglo XIX, justifica el interés de la monografía que presentamos. Confiamos que los resultados que se recogen, sirvan para estimular la realización de nuevos trabajos e investigaciones que complementen las cuestiones abordadas o los aspectos que no se han podido desarrollar.

			El trabajo se ha estructurado en ocho apartados. Tras la presentación destinada a explicar el origen y el interés de la publicación, y la manera de organizar los diferentes temas que vamos a desarrollar, en el segundo capítulo se realiza un resumen de la situación política, administrativa, económica y social de la España del siglo XVIII y de la primera mitad del XIX, que ayude a comprender mejor el contexto en el que se encuadra. El complicado tránsito desde el Antiguo Régimen a la instauración de un Estado Liberal que vivió el conjunto del país, se vio reflejado en la ciudad de Alicante y permite comprender las dificultades para desarrollar e impulsar determinadas actividades o reformas. El tercer apartado describe a grandes rasgos las principales características de la ciudad de Alicante en el período objeto de estudio. Se describe en primer lugar, la ciudad, sus murallas, sus barrios, el tipo de edificaciones que existían, las carencias en sus infraestructuras y la evolución de su urbanismo a lo largo de la primera mitad del siglo XIX. En segundo lugar se aborda su situación socio-económica, y en concreto la importancia que tenía el comercio portuario. Dicha actividad fue muy importante en el siglo XVIII, pero decayó a lo largo de la primera mitad del siglo XIX, circunstancia que unida a las sequías y a los problemas que presentaba la agricultura sumieron con frecuencia a jornaleros y campesinos en la miseria. Por último, se ofrece un resumen de la evolución en la primera mitad del ochocientos, del gobierno municipal, de los cargos que lo componían, de las funciones y responsabilidades que tenían asignadas, la forma de organizar la gestión municipal de la ciudad, la manera de ser elegidos, etc., destacando la diferencia que existía entre ayuntamientos moderados o progresistas en una ciudad como Alicante y el papel que desempeñaba la autoridad inmediata superior provincial.

			En el cuarto capítulo se describe el marco historiográfico que justifica el interés del estudio histórico y social de la alimentación. Un campo que en las últimas décadas ha alcanzado una gran relevancia en el mundo académico y que no es ajeno al creciente interés que suscita la investigación de las prácticas cotidianas. Se incluye, asímismo, la descripción de las fuentes utilizadas en la investigación y la metodología empleada.

			El quinto apartado analiza el primero de los temas que configura el núcleo de la investigación. A través del mismo se resume y discute la normativa estatal y municipal que en la primera mitad del siglo XIX reglamentaban el control y la salubridad de los alimentos. Se aborda la construcción y el ordenamiento en esta época del mercado público de la ciudad de Alicante, exponiendo las dificultades de todo tipo a las que el cabildo municipal tuvo que hacer frente para llevar adelante el proyecto; la evolución y las funciones de la oficina del repeso y del fielato en la vigilancia y el control de los alimentos; y se discute sobre las figuras que en aquellos momentos podían considerarse expertos en el dictamen de la calidad de los alimentos. Junto al mercado público, su organización y funcionamiento, también se analiza todo lo relacionado con los mataderos y el comercio de la carne, así como el control al que era sometida. Por último, se aborda el abastecimiento de cereales incidiendo en la gran importancia de estos víveres en la vida cotidiana, por ser un artículo de primera necesidad y para muchos sectores de la población la base de su alimentación. Se ha recopilado, a través de la documentación de archivo, los fraudes más frecuentes a los que se sometían los granos, la harina o el pan en la ciudad y la manera de intentar evitarlo6.

			El sexto capítulo se ha dedicado a diversos aspectos de la alimentación de la población alicantina. Junto al análisis de dietas específicas, como las destinadas al ejército y a los alumnos del Instituto de Enseñanza Secundaria de Alicante, pero a las que únicamente accedían aquellos colectivos. A través de dos ejemplos se ha intentado mostrar las carencias que, en materia de alimentación y nutrición, mostraban amplios sectores de la sociedad alicantina. Se trata, del conflicto que planteó, en 1847, la directora de la Casa de Maternidad a la Junta de Beneficencia por no poder alimentar a los niños que tenía a su cargo con la dotación asignada, debido al incremento del precio del pan, y a la sopa de pobres que tuvo que organizar la ciudad en 1850. Ambos testimonios reflejan la precariedad que existía en materia de alimentación y la trascendencia que adquirían las fluctuaciones al alza del precio de los cereales y sus repercusiones sobre el precio del pan, como se ha indicado, la base de la dieta de la población alicantina7.

			La monografía se completa con unas conclusiones que resumen a grandes rasgos el interés del trabajo y las conclusiones más relevantes, y con un apéndice en el que se transcriben algunos de los documentos de archivo que reflejan la orientación de la normativa local en materia de control de alimentos, como reglamentos, ordenanzas y bandos de buen gobierno.

			






			EL MARCO DEL ANTIGUO RÉGIMEN Y LOS INICIOS DEL LIBERALISMO

			


El tránsito a la contemporaneidad fue el resultado de cambios como los que comportaron la Revolución Liberal y la Revolución Industrial. Se produjo el paso de la monarquía absoluta a la parlamentaria, de la sociedad estamental a la clasista, de la economía dirigida al mercado y el de la manufactura a la fábrica8.

			A comienzos del siglo XIX España era un país que vivía dentro de los moldes de lo que se ha llamado Antiguo Régimen, o sea: un país eminentemente agrario, dominado por la gran propiedad rústica y los señoríos, en el que la nobleza y la Iglesia detentaban la mayoría de las fuentes de riqueza. Además, el régimen de mayorazgos, que comportaba transmitir la propiedad al primogénito de cada familia, reforzaba la concentración de la propiedad agraria. En el plano de las ideas, frente a las que sustentaba la España tradicional, empezaban a aparecer nuevas ideas engendradas tanto por la difusión, a despecho de la Inquisición, de las ideas de la Enciclopedia y de la Revolución francesa, como por las exigencias del desarrollo material del país, más acusadas en las ciudades del litoral, cuyo comercio e industria ya habían alcanzado cierto desarrollo en los años precedentes a la guerra napoleónica.

			En España, la invasión de las tropas napoleónicas, en 1808, fue el detonante del paso de la monarquía absoluta a la parlamentaria, al mismo tiempo que proporcionó a los liberales la oportunidad de incorporarse al poder. En aquel contexto bélico se impusieron procedimientos revolucionarios; las autoridades afines a la Corona fueron apartadas del poder y en su lugar se instituyeron juntas que asumieron el gobierno contando con la aprobación del pueblo que las había elegido. Dado el carácter popular del levantamiento, las fuerzas que impusieron la guerra se encontraron frecuentemente en la necesidad de recurrir a las personas de mayor representación para formar las Juntas provinciales y locales. En muchos casos, las mismas personas que formaban las Juntas rechazadas fueron las que integraron las nuevas instituciones, sólo que en su nueva función no actuaban ahora como agentes de la Corona, sino como representantes del pueblo. Dueños del poder, los liberales emprendieron la construcción de un nuevo régimen y la configuración de una nueva sociedad, que no se consolidaría sino a través de una dura lucha, que se prolongó durante tres décadas, en la que sucesivamente ejercieron el poder, sufrieron la persecución y combatieron en una guerra civil, antes de consolidar su victoria inicial.

			La conmoción nacional del período 1808-1813 había quebrantado irremediablemente la solidez del Antiguo Régimen. Como se ha comentado, permitió cierta difusión de las nuevas ideas y un agrupamiento de los sectores sociales más progresistas. En la constitución de 1812, las libertades fundamentales, las disposiciones contra el régimen de mayorazgos y contra la rigidez gremial, o la configuración de un parlamento moderno no estamental quedaron como bandera de acción para extensos sectores de la población. Los problemas debatidos en el período 1808-1813 fueron el eje sobre el que giró la acción política del siglo XIX. Hay que destacar, además, el papel de la burguesía que, con una creciente conciencia de clase, veía cerrada en el Antiguo Régimen su promoción social por la existencia de privilegios estamentales, como los que reservaban determinados empleos a los nobles o impedían consolidar su situación económica al no tener acceso a la propiedad de la tierra –pues la vinculación mantenía la mayor parte fuera del mercado–.

			Para garantizar los derechos humanos, el pensamiento liberal aspiraba a dividir el poder separando las diversas funciones –legislativa, ejecutiva y judicial– y atribuyendo su ejercicio a distintos sujetos. La división de poderes rompió la unidad propia del absolutismo, confiando el poder legislativo a una representación elegida por los propios ciudadanos, y el poder de gobernar se llamó ejecutivo, para diferenciar al gobierno de la ejecución de la ley. El poder ejecutivo se confió a la Corona y la aplicación de la ley en los pleitos y en los delitos a la antigua institución de los tribunales que recibieron una independencia frente a ésta.

			El Estado, en su concepción liberal, debía ser unitario y por consiguiente centralista, único medio de garantizar la igualdad ante la ley de todos los ciudadanos. La nueva sociedad, como la anterior, se configuraría de manera piramidal, sólo que el lugar en la cumbre ocupado por los privilegiados pasaría a ser ocupado por la burguesía, en tanto la nobleza dejará de ser socialmente relevante.

			La sustitución de la sociedad estamental –basada en la desigualdad y dependencia jurídica de unos individuos a otros– por la sociedad civil fue el resultado de aplicar los derechos de libertad e igualdad. En el Antiguo Régimen la «unidad del poder» dotaba a quien lo ejercía de un poder absoluto. En el ámbito de la administración periférica se caracterizaba por la presencia de un delegado personal de la autoridad real, que desde el siglo XVIII era un militar y por la existencia de un órgano colegiado (chancillerías, audiencias) que además de administrar justicia, asistía al capitán general en los asuntos de gobierno. La confusión de poderes políticos y militares por un lado y administrativos y judiciales de otro, no eran compatibles con el principio de la división de poderes, como premisa principal de los liberales.

			Desde los primeros meses de la Revolución Liberal se planteó la reunión de Cortes para poder introducir reformas en la organización política y social de España a través de la Constitución. Se consideraba prioritario limitar el poder absoluto del rey a través de la creación de instituciones de carácter representativo. En la fase final de la Guerra de la Independencia el enfrentamiento de los liberales con los defensores del Antiguo Régimen se hizo más violento. El sector más directamente atacado por la revolución, el eclesiástico, tuvo una influencia decisiva en contra de la burguesía liberal. El regreso en 1814 de Fernando VII a España declaró nulos la Constitución y los decretos de las Cortes y el rey recuperó su poder absoluto ante el asombro de los liberales. Sin embargo, los apoyos sociales a la causa liberal eran importantes entre la población de las ciudades y en el ejército. Los gérmenes de rebeldía subsistieron, principalmente entre aquellos que habían sido jefes populares de la resistencia armada contra Napoleón. Por otra parte, las relaciones de los oficiales españoles con los militares ingleses y las influencias ideológicas recibidas por aquellos otros que estuvieron varios años prisioneros en Francia –es el caso del propio Riego– contribuyeron a acrecentar los partidarios del liberalismo en las filas del ejército. También se mantendría el liberalismo en las ciudades comerciales9 y en los medios intelectuales.

			El Trienio Liberal (1820-1823) representa el momento de plenitud de la experiencia revolucionaria. Con el regreso del monarca se inició la primera experiencia de monarquía parlamentaria. Los liberales se dividieron dando lugar a los moderados –que apoyaban la participación de la Corona en el Gobierno– y a los exaltados –que trataban de reducir las funciones del monarca a las puramente ejecutivas–. Fue en el Trienio Liberal en el que las Cortes procuraron cambiar la organización de la Iglesia mediante la reforma de regulares, estrechamente vinculada a la desamortización, y reducir su particular sistema fiscal, lo que anunciaba la desaparición de los diezmos y primicias. La enajenación del patrimonio de la Iglesia y la extinción del derecho de imponer cargas tributarias a toda la población, que ejerció durante siglos, son las medidas que contribuyeron más eficazmente a la desaparición de la Iglesia del Antiguo Régimen. Aunque estas actuaciones eran necesarias, según la doctrina liberal, para el desarrollo del país fueron el pretexto que la nobleza y los absolutistas enarbolaron para movilizar a todo el clero y neutralizar la acción del reducido sector del bajo clero que profesaba ideas liberales. Un testigo de los acontecimientos de la época comentaba así la actitud del clero en 1820:

			


			La abierta hostilidad del clero al nuevo régimen era ya marcada, oyéndose desde el púlpito predicaciones enemigas, y fácil es de apreciar lo que pasaría dentro del claustro y de las celdas. Había, en verdad, entre los regulares algunos liberales, de los que hubiera podido sacarse partido para ir atrayendo al pueblo, si se hubiese mostrado menos apresuramiento en acometer las reformas eclesiásticas, pero la gran mayoría de los frailes era contraria al nuevo orden de cosas; y el alto clero, más influyente aún por sus riquezas y sus relaciones constantes con las clases y familias apegadas al Antiguo Régimen, constituía los elementos de una extensa organización que abrazaba todo el reino, y no tardó en establecer un foco de conspiración en cada población de alguna importancia10.

			


			En el período de 1820-1823 el Gobierno no pudo contar con la nobleza ni con el clero, que apoyaron desde el primer momento todas las conspiraciones urdidas por la Corte en connivencia con los Estados de la Santa Alianza. Tampoco podía apoyarse en una opinión pública de masas que no existía todavía en España y que tardaría en forjarse. Tal como declaraba el secretario de Estado de Gobernación, don Agustín Argüelles, en la memoria presentada a las Cortes el 1 de marzo de 1821, España era un país en que:

			


			El magisterio se halla confiado a los sacristanes de los pueblos, que, ignorantes y sin educación, son por lo común los únicos que se dedican a la enseñanza11.

			


			La prensa no era accesible al conjunto de la nación, sino tan sólo a los intelectuales, comerciantes y escasos industriales. No es de extrañar que ciudades como Cádiz, Barcelona y Valencia, entre otras, fueran punto de arranque y también los últimos bastiones de resistencia del movimiento liberal.

			El recelo de las monarquías europeas, con Francia, Rusia, Prusia y Austria a la cabeza, posibilitó la invasión de España por los Cien mil hijos de San Luis y la vuelta de los absolutistas al poder, que fue seguida de duras medidas de represión, el destierro para millares de españoles y el intento parcial de restauración de la sociedad estamental. Tal como comenta Tuñón de Lara, resultaría imposible citar todos los ejemplos de frenesí persecutorio acumulado en decretos y disposiciones, pero es ilustrativo el inicio de un decreto promulgado por Fernando VII que comenzaba: «con el fin de que desaparezca para siempre del suelo español hasta la más remota idea de que la soberanía reside en otro que en mi real persona...»12.

			Una de las grandes carencias del programa liberal fue la escasa adhesión de la población rural. Una minoría entusiasta formada por las clases medias y la burguesía comercial de las ciudades fue, básicamente, la que sostuvo el régimen liberal. Uno de los españoles refugiado en Francia tras el hundimiento del régimen constitucional emitió un juicio que refleja bastante bien la falta de apoyo del programa por la población llana:

			


			Grande e inmensa fue, sin duda, la gloriosa iniciativa que tomó la España liberal, levantando ante la Europa absolutista la bandera de la libertad democrática; pero para sostenerla con probabilidades de que no sucumbiese, preciso habría sido que hubiésemos tenido detrás de nosotros a la nación, o en su defecto haber producido en beneficio del pueblo un cambio en su bienestar, realizando mejoras tan positivas y palpables que de ellas alcanzasen las clases menesterosas, supliesen a la escasa autoridad que las ideas alcanzaban y de la que desgraciadamente carecíamos todavía por lo general en España13.

			


			Los mayorazgos fueron reimplantados, los gremios también y la reforma universitaria anulada. Se cerraron las universidades de provincia y se suprimieron las enseñanzas de Matemáticas y Astronomía por considerárselas peligrosas. Los mejores hombres de ciencia tuvieron que emigrar, o sufrieron toda clase de persecuciones.

			Las instituciones características del Antiguo Régimen fueron repuestas pero resultaron inoperantes, y el miedo a las consecuencias de una reforma fiscal limitaba los recursos del Estado para acometer cualquier reforma que posibilitase el progreso material o cultural del país. La mayoría de la población agrícola siguió teniendo un nivel de vida sumamente bajo. El comercio se encontraba ralentizado por falta de mercado interior. Las comunicaciones eran pocas y arriesgadas, ya que las partidas de bandoleros daban más de un disgusto a los servicios regulares de diligencias, establecidos desde 1816. El contrabando era la cosa más natural del mundo, llegándose a cifrar en cien mil los españoles dedicados a esta lucrativa profesión.

			El gobierno absolutista tenía dificultades para mantenerse en el poder. Los liberales promovieron en diversas ciudades pronunciamientos aislados, pero también las fuerzas más conservadoras se sentían descontentas por no haberse restablecido la Inquisición. Inspiradas por la mayoría del alto clero y por algunos nobles comenzaron a rebelarse apoyando al infante don Carlos como futuro monarca, antes del nacimiento de las dos hijas de Fernando VII fruto de su tercer matrimonio.

			La década del reinado absolutista de Fernando VII (1823-1833) se complicó con el problema sucesorio y la Pragmática Sanción, al dividir al país entre los partidarios de la sucesión al trono de su hija Isabel II y los que apoyaban el reinado de su hermano Carlos María Isidro. Se enfrentaban dos tendencias entre dos sectores de la sociedad cuyas demandas resultaban excluyentes.

			El problema, desde el punto de vista legal, era el siguiente: Felipe V, según la tradición borbónica y en contra de la tradición española, había privado a las mujeres del derecho a heredar la corona. La ley sálica de Felipe V fue abolida en 1789 por Carlos IV. Los partidarios de don Carlos, trataban de restablecer dicha ley sálica para impedir que Isabel heredase la corona, que pasaría al infante don Carlos. Más allá de la querella jurídica, se planteaba el dilema entre el absolutismo más intransigente y el espíritu de reformas. En torno al lecho del rey se tejieron toda clase de intrigas para hacerle restablecer la ley sálica. El rey cedió a estas intrigas pero, contra toda previsión, venció a la enfermedad y retiró el codicilo que sólo debía hacerse público tras su muerte. María Cristina, apoyada en los medios menos intransigentes, hizo presión, y el 6 de octubre de 1832 fue proclamada regente mientras durase la enfermedad del rey. El 29 de septiembre de 1833 murió Fernando VII confiando testamentariamente la regencia a su esposa hasta la mayoría de edad de Isabel II. Londres y París se apresuraron a reconocer este estado de cosas; por el contrario los voluntarios realistas de Bilbao se pronunciaron el 3 de octubre a favor de don Carlos dando lugar al nacimiento del Carlismo. Desde el primer momento la guerra carlista reflejó la división existente en la sociedad española en los territorios carlistas, entre la ciudad y el campo, entre la población urbana liberal y la rural carlista. El Convenio de Vergara, firmado el 31 de agosto de 1839, señaló el fin del conflicto y la derrota del absolutismo.

			Las instituciones creadas por Fernando VII para controlar la revolución, los voluntarios realistas especialmente, se tornaron contra él al apoyar a su hermano, mientras el ejército constituía una fuerza débil para combatirlos. Los partidarios de la sucesión al trono de Isabel II ampliaron sus filas admitiendo entre ellos a los liberales, que desde 1823 se habían visto excluidos de cualquier participación política. María Cristina, en sus funciones de regente, apoyó a los moderados a fin de reforzar su poder, tanto en los mandos del ejército como favoreciendo el acceso de los burgueses a los cargos municipales mediante un procedimiento electoral censitario.

			A partir de 1834 la Corona renunció, tras un cuarto de siglo de lucha, a mantener un sistema exclusivo de poder y admitió la ampliación del sistema político en beneficio de la aristocracia y de una burguesía dispuesta a que la Corona conservase una participación decisiva en el proceso político. En abril de 1834 se promulgó el Estatuto Real que fue considerado poco liberal por amplios sectores de opinión. Presentado por el Gobierno de Martínez de la Rosa significaba el intento de la nobleza de mantener su hegemonía política. Según el Estatuto, las Cortes se organizarían en dos cámaras: una formada por el estamento de procuradores elegido por voto directo –aunque sólo se contaban 980 electores en toda España– y la otra por el estamento de próceres compuesto por grandes de España, títulos de Castilla, arzobispos y obispos y propietarios territoriales o de fábricas con una renta anual superior a 60.000 reales. Como respuesta a su exclusión, la burguesía de las ciudades se organizó en el seno de la Milicia Urbana y adquirió fuerza suficiente para enfrentarse al Gobierno en el verano de 1835, con lo cual la Corona se vio forzada a confiar el poder a un liberal con un pasado radical sólido: Mendizábal.

			Mendizábal había nacido en Cádiz en 1790, de familia humilde pero relacionada con el comercio, actividad a la que se dedicó desde joven trabajando en la casa de don Vicente Beltrán de Lis. Cuando emigró a Inglaterra, después de la invasión de los Cien mil hijos de San Luis (1823), acumuló allí una gran fortuna y figuró en la dirección de una importante banca. La victoria de los progresistas había promovido una serie de cambios que afectaron profundamente a la organización del país. El problema financiero fue la primera preocupación de Mendizábal, así como terminar con la guerra civil. Mediante la Ordenanza del 24 de octubre de 1835 llamó a filas a todos los hombres entre 18 a 40 años a quienes la ley no declarara exentos del servicio militar. Con ello creó un ejército superior al carlista, lo que afianzó el compromiso de la Corona y de amplias capas de la sociedad. Investido de un amplio voto de confianza se puso a preparar sus disposiciones económicas. Elaboró una nueva ley electoral que disminuía la cantidad de renta necesaria para tener derecho al sufragio, gracias a lo cual incluyó a comerciantes, industriales y pequeños burgueses, aunque no se trataba de un sufragio universal. Una de las actuaciones más destacadas de Mendizábal fue la desamortización basada en la extinción de los conventos, colegios y congregaciones, entre otros, adjudicando sus bienes al Estado y ordenando su posterior venta para amortizar parte de la deuda pública y promover la expansión económica. La desamortización según Vicens Vives:

			


			Pudo ser una verdadera reforma agraria, que estabilizase la suerte del campesino castellano, andaluz y extremeño; pero se limitó a ser –pese a los deseos del gobierno– una transferencia de bienes de la Iglesia a las clases económicamente fuertes –grandes propietarios, aristócratas, burgueses–, las únicas que tenían capitales para adquirir los bienes nacionales14.

			


			Los modestos campesinos no fueron los beneficiarios de las subastas de estos bienes y, por consiguiente, no se aumentó el número de propietarios agrarios, sino que se reforzaron los latifundios existentes. Fue una operación financiera eficaz para hacer frente a los crecientes gastos de guerra y pagar las armas que suministraba Inglaterra. Estos gastos fueron tan elevados que la deuda pública aumentó antes de terminar la guerra.

			Tras los siete meses de gobierno de Mendizábal, de nuevo los moderados retomaron el poder y las revueltas posteriores de los progresistas consiguieron recuperarlo desarrollando el programa social del liberalismo y declarando la Constitución de 1837 que, aunque era menos avanzada que la de 1812, significaba un avance.

			Al terminar la guerra carlista, Espartero era el hombre del momento. Los progresistas relegados a la oposición, tenían cabida en los ayuntamientos, las diputaciones provinciales y la Milicia Nacional. Los moderados tenían las riendas del Gobierno, el apoyo del clero y de parte de los militares. La nueva Ley de Ayuntamientos de los moderados restringió el derecho electoral y controlaba estrechamente a las autoridades municipales. La agitación progresista prendió en varias provincias y condujo en 1840 a la presidencia del gobierno a Espartero y al exilio a la regente María Cristina. En mayo de 1841 Espartero fue nombrado regente de la futura reina Isabel II y durante dos años, rodeado de su camarilla, distribuyó empleos y prebendas pero no emprendió ninguna reforma de importancia, defraudando su condición de liberal y de progresista y consiguiendo ser combatido tanto por los moderados como por los progresistas. La revuelta de Barcelona de 1842, y la dura represión de que fue objeto, fue clave en el rechazo general a Espartero. En octubre de 1843 Isabel II fue declarada mayor de edad suprimiéndose la regencia.

			Nuevas revueltas condujeron a la época de la llamada Década Moderada (1844-1854) en la que fueron muy frecuentes los ennoblecimientos de distintos personajes políticos de confianza y de militares que servían al trono. Personajes que rondaban las esferas del poder se dedicaron a los negocios de las contratas otorgadas por el gobierno o de las especulaciones bursátiles. Era el género de clase que brillaba y triunfaba en la Villa y Corte, bajo los gobiernos llamados de orden y administración de Narváez, Bravo Murillo o Sartorius. El reinado de Isabel II se convirtió pronto en un escenario de intrigas y maniobras en los que los favoritos de la alcoba real representaban un papel nada despreciable.

			En febrero de 1848 se hundió el trono de Luis Felipe de Francia y se proclamó la Segunda República. La revolución estalló también en Baden, Baviera, Wurtemberg, Sajonia y poco después en Berlin y en Budapest. Por primera vez la clase obrera, ya numerosa, participaba en el movimiento contra el viejo orden. La primera impresión en los medios oficiales de Madrid fue de verdadero pánico y Narváez obtuvo plenos poderes de las Cortes para dictar el decreto llamado de «sospechosos» que llevó al exilio a personas vagamente acusadas de simpatías revolucionarias. En 1852, Bravo Murillo preparaba una drástica reforma constitucional a la que se opusieron los moderados, los progresistas y los militares logrando que fuera depuesto. Varios gobiernos se sucedieron hasta que en 1854 se gestó un alzamiento militar. Los conspiradores civiles que estaban en Madrid comprendieron que sin apoyo del pueblo no era posible que su intento triunfase: el pueblo necesitaba unas promesas más consistentes. Cánovas, Serrano y O’Donnell llegaron finalmente a un acuerdo y todos los sublevados suscribieron el «llamamiento de Manzanares» redactado por Cánovas. Uno de los párrafos que revela su programa era:

			


			Nosotros queremos la conservación del trono, pero sin la camarilla que le deshonra; queremos la práctica rigurosa de las leyes fundamentales mejorándolas, sobre todo la Electoral y la de Imprenta; queremos la rebaja de los impuestos, fundada en una estricta economía; queremos que se respeten en los empleos militares y civiles, la antigüedad y los merecimientos; queremos arrancar los pueblos a la centralización que los devora, dándoles la independencia local necesaria para que conserven y aumenten sus intereses propios, y como garantía de todo esto, queremos y planteamos la Milicia Nacional...15.

			


			A partir de ese momento, el movimiento revolucionario se extendió en todo el país. En julio de 1854 de nuevo Espartero se hizo cargo del poder compartiéndolo con O’Donnell. Espartero tenía el poder, la Milicia Nacional y el sector liberal del ejército, sin embargo, era un servidor leal de la reina. Los moderados no perdieron el tiempo, pusieron obstáculos al desarrollo de la Milicia Nacional que se percibía como un peligro para el trono. Desde el primer momento la pugna en el gabinete entre Espartero y O’Donnell significó la pugna entre progresistas y conservadores.

			Durante este bienio progresista (1854-1856) se promulgó una legislación liberal muy importante para la expansión económica y el desarrollo capitalista de España: la ley bancaria, la de ferrocarriles y la nueva Ley de desamortización. La desamortización de Pascual Madoz, igual que la de Mendizábal, era una operación financiera más que una reforma agraria y reforzó la vieja estructura social del campo. Esta desamortización tuvo consecuencias más graves que la anterior, de carácter fundamentalmente eclesiástico, ya que se enajenaron los bienes comunales de los pueblos, lo que deshizo los patrimonios colectivos y privó a los campesinos más modestos de terrenos para pastos, caza, leña y carbón. Los señoríos desaparecieron pero las normas de vida medieval permanecieron en el campo, aunque bajo la nueva relación obrero-agrícola-latifundista. El gobierno Espartero, muy apegado al trono y a la nobleza latifundista, falló en la reforma agraria, que era esencial para el desarrollo del país. Tras numerosas manifestaciones de descontento por parte de obreros y campesinos, en 1856 los conservadores recuperaron el poder y Narváez sofocó por la fuerza diversas insurrecciones. En estos movimientos intervinieron múltiples factores, pero parte de estas revueltas tenían su origen en los problemas por los que pasaba la producción triguera española en 1856 que aumentó el precio del pan entre el verano de 1856 y el de 1857, sobre todo en ambas Castillas, Extremadura y alguna provincia andaluza. La marcha de los campesinos en junio de 1856 sobre Valladolid, los incendios sistemáticos de molinos, almacenes de harinas y de fielatos, la participación conjunta en los hechos de campesinos y de obreros de las manufacturas y fábricas –es el caso de Valladolid, donde los amotinados pedían tanto la rebaja del precio del pan como que hubiera trabajo para todos–, revelan la complejidad de la protesta que formaba parte del malestar de los campesinos tras la pérdida de bienes comunales por la desamortización y el nacimiento de cierta conciencia social.

			En definitiva, podemos afirmar que en esta primera mitad del siglo XIX, la aplicación del programa liberal encontró resistencias, que desembocaron en conflictos muy difíciles de superar. El primer conflicto se planteó con la Iglesia que, a lo largo de siglos, había desarrollado y afirmado sus instituciones gracias a la tolerancia y a la colaboración del Estado. La unión de la Iglesia y el Estado o, en términos propios de la época, la del Altar y el Trono, era tan estrecha que, en ocasiones, las fronteras entre el poder temporal y el eclesiástico resultaban borrosas. Con independencia de la lucha por el poder, los cambios políticos, jurídicos y administrativos afectaban directamente a la Iglesia, se comprende por tanto que fuese el principal agente de la lucha contrarrevolucionaria y que tomase como bandera la defensa del Altar y del Trono. El Estado y la Iglesia ejercían su autoridad sobre una misma población, lo que provocaba toda clase de conflictos de competencias. La Iglesia tenía amplios poderes jurisdiccionales y, además, los súbditos de la Corona estaban obligados al pago de contribuciones eclesiásticas (diezmos y primicias, entre otras). La percepción de estos impuestos, de interés económico más que apreciable, corría a cargo de los eclesiásticos, que podían requerir a la autoridad civil para exigir su cumplimiento. Los obispos, cabildos y conventos disfrutaban de jurisdicción señorial sobre villas y lugares, aunque en menor número que la nobleza. También las Órdenes Militares, una manifestación más de la imbricación de lo temporal y espiritual, administraban un extenso territorio. Estas conexiones entre Iglesia y Estado revelan la simbiosis entre ambas instituciones.

			El conflicto entre los que no querían renunciar a nada y los que pretendían que la Iglesia, aun dentro de un Estado confesional, se redujera a sus funciones pastorales financiadas con cargo al presupuesto, dio origen a tensiones y conflictos que acabaron por ser sangrientos. Además de la Iglesia, los nobles con señoríos jurisdiccionales, los propietarios de oficios (por ejemplo el de regidor municipal), los gremios que se encargaban de los controles de calidad y la tasa de los jornales de los trabajadores, así como de los precios de los artículos, eran otras de las características del Antiguo Régimen. Con todo, la puesta en práctica de los derechos humanos condujo al cambio de la estructura política, administrativa, judicial y social del país y a la aparición de leyes de orden público, de prensa, códigos civiles y penales, etc. La sucesión de estas leyes muestra un progreso continuo, interrumpido por épocas de regresión.

			



			El impacto del liberalismo en las administraciones locales

			


			La sustitución progresiva de la forma de gobierno propia del Antiguo Régimen por otra de índole liberal se tradujo en una serie de cambios que se reflejan en el ámbito local. El período de 1833 a 1837 estuvo dominado por la lucha de los progresistas, antes exaltados, por crear un régimen constitucional y reorganizar la administración. La división provincial en 1833 fue el primer paso para la creación de una administración uniforme. Los ayuntamientos, diputaciones y el jefe superior representaban una gradación, sin que existiera ninguna institución intermedia entre la provincia y el poder central. A medida que se realizaron los puntos programáticos contenidos en la Constitución surgió una nueva forma de Estado unitaria y centralizada. El carácter centralista del Estado liberal se explica históricamente por el deseo de escapar a la injusticia de las decisiones de los cuerpos intermedios. La primera manifestación del unitarismo se produjo en el campo de la justicia con la codificación del Derecho, la unidad de fuero (eliminación de las distinciones estamentales y profesionales en los juicios) y la reforma de los tribunales.

			Las principales aspiraciones de las poblaciones, en cuanto al régimen local, era controlar el destino de los llamados propios y comunes (el patrimonio y los recursos del municipio) y el de la participación de sus vecinos en los asuntos del municipio. La elección de alcaldes, regidores o procuradores síndicos venía a paliar esta situación. La Diputación Provincial era una institución nueva. Sus siete miembros eran designados por los electores de partido. El jefe superior de la provincia era nombrado por el rey y era el presidente efectivo de la Diputación. La gestión municipal debía atender a los servicios públicos, incluida la educación, la administración de la hacienda local y el reparto de las contribuciones generales, con la asistencia legal que le proporcionase un secretario. La Diputación se convertía a la vez en un órgano de control de la gestión de los municipios y de fomento de los intereses provinciales. Las funciones del jefe político eran del mismo tipo que las de la Diputación que presidía. Era, además, la vía oficial para que en la provincia se conociesen las leyes y disposiciones del Gobierno y para que llegasen a éste las demandas de las autoridades provinciales, y por último era el responsable del orden público.

			La Instrucción para el gobierno económico-político de las provincias de 1813, renovada en 1823, determinó las competencias respectivas de ayuntamientos, diputaciones y jefes políticos. Los subdelegados de Fomento formaron un cuerpo de la administración cuyas atribuciones también se determinaron a través de la correspondiente Instrucción. El problema para el Fomento de las provincias fue la ausencia de medios económicos necesarios para realizar una política de incentivos como la que se le asignaba a los nuevos jefes políticos, a quienes se les encargaba extender el beneficio de los riegos en los campo pero a los que se les sugería la ayuda de los «capitalistas» de la zona. Por ello los subdelegados, básicamente, ejercieron sus funciones de control de las personas y de las instituciones, acorde con las disposiciones del gobierno. La aplicación de las reformas administrativas estuvo sometida, como el resto de las disposiciones que introdujeron los liberales, al albur de los cambios en la dirección política.

			La reforma de la Hacienda fue otra de las metas de los liberales, quienes pensaban que todos los españoles debían «contribuir en proporción de sus haberes para los gastos del Estado», tal como rezaba el texto constitucional. La idea que el liberalismo tenía de los gastos del Estado era mucho más amplia que la que se tenía en el Antiguo Régimen. Las Obras Públicas, la asistencia social y el mantenimiento del culto y clero son algunas de las actividades que pasaron a manos del Estado, tan pronto como tuvo medios para hacer frente a estas obligaciones. Mientras tanto, los servicios estuvieron desatendidos por falta de recursos de las administraciones correspondientes para asumirlos16. La Iglesia había prestado la asistencia social en multitud de hospicios, asilos y hospitales que atendió mientras tuvo a su cargo la administración del patrimonio de las obras pías, formado por las donaciones benéficas realizadas por los particulares a lo largo de siglos. La desamortización de Godoy, realizada para financiar las guerras en la época de Carlos IV, redujo la función asistencial de la Iglesia al mínimo que podía representar el reparto de la sopa boba a la puerta de los conventos. Los pobres e inválidos fueron las primeras víctimas, fenómeno por lo demás común en todas las crisis. A mediados del siglo XIX se produjo el cambio de la caridad como medio de asistencia social, a la beneficencia. La caridad había sido durante siglos la forma habitual de realizar aquella función social. La doctrina cristiana de la fraternidad de todos los hombres era la inspiración teórica de la que se derivaba la obligación moral del creyente, que a su vez configuraba un régimen asistencial basado en las iniciativas particulares. La beneficencia transfirió la obligación a la sociedad, considerada como entidad colectiva, y por ello el término irá siempre seguido del apelativo pública. En el paso de la caridad a la beneficencia pesó decisivamente –junto a la formulación doctrinal de la igualdad de los hombres, que acabará por hacer incómoda la caridad por la dependencia que implica– la disminución de las rentas destinadas a este fin. Las funciones asistenciales, que la Iglesia dejó de atender, se asumieron por el Estado, que destinaría a este fin los oportunos recursos presupuestarios. En este punto, al igual que sucedió con la instrucción pública, la desproporción entre las necesidades y los medios asignados a su satisfacción determinaron una sensible disparidad que generará toda clase de críticas. Otros servicios públicos, como la construcción de caminos, parecían menos urgentes y se suspendieron cuando la guerra agotó los medios del Estado.

			Otra de las funciones sociales que el Estado debía asumir era el de la educación. La inmensa mayoría de los españoles no sabía escribir ni leer. La Constitución de 1812 disponía de modo indirecto la universalidad de la primera enseñanza y la uniformidad de la educación. Sin embargo, el carácter conflictivo de la época indujo a cada uno de los bandos a utilizar la enseñanza como medio de socializar a los individuos en uno u otro sentido. Fernando VII prefirió confiar la enseñanza primaria a las órdenes religiosas y el triunfo de los moderados reconoció una importancia creciente a las enseñanzas de carácter religioso. Uno de los problemas que existieron para combatir el analfabetismo fue que los gastos de enseñanza debían correr a costa de las administraciones locales, sin que se previesen en el presupuesto del Estado más que una escasa cantidad para atender a los municipios que no tuviesen medios suficientes.

			En definitiva, la asunción por el Estado de los servicios públicos dejaba sin justificación a la fiscalidad de la Iglesia. El programa fiscal de la revolución liberal se reduce a dos aspectos fundamentales: acabar con todas las figuras fiscales cuyo producto no ingresaba en el Tesoro y sustituir la compleja trama tributaria del Antiguo Régimen por un corto número de contribuciones que se cobraran a los ciudadanos sin distinción de personas.

			En el Antiguo Régimen la mayoría de los impuestos se gravaban sobre los agricultores y de manera indirecta a través de los consumos de diversos productos, muchos de los cuales formaban parte de la alimentación diaria de la gran masa de la población, mientras favorecía a los rentistas (terratenientes y clérigos). La idea liberal abogaba por los impuestos directos y proporcionales a la riqueza de cada individuo particular, pero la falta de medios para recabar esta información imposibilitó el programa. Uno de los impuestos más impopulares era el de los consumos, que en 1817 pasó a denominarse derechos de puertas enmarcados en un proyecto de reforma de la hacienda de Martín de Garay. En 1818, se construyeron los primeros fielatos, oficinas en las que «se pesaran, midieran o contaran» todos los artículos de consumo, con el fin de cobrar las correspondientes tarifas. Tan grave como la cuantía del impuesto, que el consumidor hacía efectiva al comprar en el mercado, era la pesquisa a que se veían sometidos cuantos entraban en la ciudad para evitar el contrabando. La hostilidad que provocaban los consumos y los consumeros o alcabaleros17 fue objeto de críticas en tiempos de normalidad, en tanto bastaba la menor alteración del orden para que los fielatos fuesen asaltados e incendiados, con la esperanza de que el gobierno abandonara tan molesta exacción. Después de la victoria liberal los progresistas retrasaron la reforma fiscal y en 1845 los moderados introdujeron un modelo que no perseguía el proyecto inicial de equidad fiscal. La contribución de consumos continuó vigente y, aunque en el debate parlamentario se redujo el número de los artículos sometidos al impuesto a nueve, su composición no se limitaba, como en Francia, a los licores, sino que incluía toda clase de alimentos y con el tiempo hasta la harina, que en el Antiguo Régimen estuvo siempre exenta de cargas por considerar el pan como artículo básico para la alimentación de las clases populares, fue gravada con el correspondiente impuesto.

			El derecho a la propiedad era el último que se mencionaba en las declaraciones del liberalismo, pero resultaba importante a la hora de dar forma a la nueva sociedad. Para la doctrina liberal el individuo debía ser capaz de obtener los medios de satisfacer sus necesidades, forma de alcanzar la felicidad y el bienestar. Las diferencias de capacidad (inteligencia) y de dedicación (voluntad) de los individuos serían para los liberales la única causa legítima de las diferencias sociales, siempre que la competencia individual se realizase en términos de igualdad. Una igualdad que se limitaba a los derechos y no consideraba las diferencias derivadas del patrimonio y la educación. La visión liberal de la propiedad individual y libre era contraria a la propiedad colectiva de las personas morales con fines no lucrativos, entre las que se encontraban la Iglesia, el municipio y el Estado, cuyos bienes debían, por tanto, incorporarse al mercado. La condición necesaria para que se produjesen inversiones en la agricultura pasaba por reunir propiedad y explotación, con lo que los intereses de los labradores se identificaban con el interés nacional por aumentar la producción agraria. La abolición de los señoríos y la desamortización representaban un legado progresista que los sucesivos gobiernos moderados se cuidaron de realizar. La nueva sociedad clasista era una realidad asumida por moderados y progresistas.

			Exceptuada la aristocracia patrimonial, no existían grupos sociales sólidamente configurados, tan sólo había una incipiente sociedad burguesa. La agricultura conservó gran importancia dentro de la economía decimonónica, lo que determinaba el predominio del sector primario sobre los demás, ya que reunía alrededor de las dos terceras partes de la población. Se redujo el número de arrendatarios de tierras y aumentó el de propietarios y jornaleros18. La comunidad de intereses hizo de los terratenientes un grupo social caracterizado y los grandes propietarios se convirtieron en un grupo de presión decisivo a escala nacional. Amparados por la concurrencia de capital y trabajo y en la participación política que se les reconocía, tanto en el ámbito local (ayuntamientos) como nacional (Cortes), se erigieron en la clase dominante sustituyendo a los antiguos hidalgos que no habían logrado redondear su patrimonio y a los regidores propietarios del oficio (definitivamente eliminados por el Real Decreto de 23 de julio de 1835).

			Frente al mundo rural que incluía a la mayoría de la población, el sector secundario se organizó en torno a dos situaciones: empresarios y trabajadores, frecuentemente entremezclados por el carácter prefabril de la industria. El sector terciario estaba compuesto por una masa de servidores domésticos (en gran medida criados agrícolas) y un corto número de empleados públicos, de los que sólo una pequeña parte disfrutaban de estabilidad profesional, circunstancia que hacía que pudieran ser sustituidos según la alternancia de partidos, creando la figura característica del cesante, antiguo empleado sin función, sueldo, ni renta.

			En cuanto al clero, que pasó a depender del presupuesto del Estado para su mantenimiento, constituyó un cuerpo que conservó su organización jerárquica y unas funciones (pastoral y de control de la enseñanza) que le deparaban una extraordinaria influencia, a pesar de la gran crisis sufrida con la reforma de la Iglesia y la desamortización.

			La construcción de este nuevo modelo de sociedad se vio ralentizada por los conflictos políticos entre moderados y progresistas durante el reinado de Isabel II. Los progresistas estuvieron al frente del gobierno aproximadamente la quinta parte del reinado de lo que estuvieron los moderados. La facultad de la Reina para disolver las Cortes privaba a los representantes políticos del foro donde opinar y proponer las reformas pertinentes. La tendencia moderada fue apoyada en todo momento desde la Corona, mientras que la oposición progresista sólo será llamada para gobernar en los casos en que por medio de una alteración del orden (habitualmente levantamientos burgueses en las ciudades, que dan lugar a juntas revolucionarias) pacten la confianza real, para de este modo controlar un poder revolucionario que constituía una amenaza para la autoridad de la Corona. Isabel II comenzó su reinado con trece años y fue desterrada a los cuarenta y cinco años de edad. Su juventud la hizo vulnerable a la influencia de todo tipo de personas, especialmente la de su madre, y apoyó sistemáticamente a la sección moderada de los liberales.

			Esta lucha por el poder se reflejaba en el falseamiento sistemático de las elecciones, además de las condiciones restrictivas que mostraba el derecho a votar. El fraude electoral era el responsable de la corrupción de la monarquía constitucional, lo que explica la necesidad de los progresistas de acudir al pronunciamiento para conseguir la confianza de la Reina. Desde 1837 a 1868 los moderados gobernaron con dos breves interrupciones: la regencia de Espartero (1840-1843) y el bienio progresista (1854-1856) y nunca conocieron la derrota electoral. Los disturbios en torno a las sucesivas leyes mediante las que debían regirse los ayuntamientos son el reflejo del interés de los gobiernos moderados por controlar estrechamente la gestión municipal y a través de ellos la orientación de las elecciones.

			






			LA CIUDAD DE ALICANTE EN LA PRIMERA MITAD DEL SIGLO XIX

			




			La transformación urbana

			
La ciudad de Alicante a principios del siglo XIX incluía en su término a las partidas de: la Condomina, Orgegia, Santa Faz, El Campello, Aguas, Monnegre, Tángel, Almajadas, Torregroses, Raspeig, Cañada, Moralet, Verdegás, Alcoraya, Hoya de Rebolledo, Vallonga, Serreta, Barranco de Colomina, Font Calent, Bacarot, Saladar, Agua Amarga y huertas del contorno19. La gobernación de Alicante contaba con las villas de Monforte, Muchamiel y Villafranqueza y los «lugares» de Agost, Busot, San Juan y Benimagrell20.

			La ciudad en el siglo XVIII se limitaba al recinto amurallado que al oeste se cerraba en el barranco del Vall donde terminaba la muralla, que se extendía desde el Portal Nou –en el Raval Roig– y, paralelamente al mar, se unía con la Puerta del Muelle –guarnecida por las torres de San Sebastián y Virgen de Monserrate–. Desde aquí se prolongaba hasta los fuertes de San Francisco y San Bartolomé, que protegían el Portal de Elche, y por la avenida del Vall alcanzaba el Torreón de San Antonio. Por el noroeste seguía hasta el Portal de la Huerta de Sueca donde se alzaba el Baluarte de la Ampolla, origen de un muro que enlazaba con un fortín, en las rocas del monte Benacantil. Estas fortificaciones se comunicaban a través de un camino cubierto con el castillo. Formaba una figura irregular y las casas se extendían desde los puntos más altos hacia la parte baja de la población formando calles muy estrechas21.
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			Imagen 1. Grabado de algunas poblaciones alicantinas.

			Fuente: Cavanilles, A. J. (1795). (Edición facsímil, 1991), p. 247.
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			Imagen 2. Plano de Alicante e inmediaciones levantado por el capitán Manuel Mirallas en 1794 con los muelles proyectados para la formación del puerto.

			Fuente: Museo Naval de Madrid.

			


			Fuera de la Puerta de la Huerta se extendía el Barrio de San Antón, junto a la vertiente occidental del monte Benacantil. Más allá del Portal Nou se estableció el Raval Roig paralelo al mar, y en el camino de Elche y Orihuela, en el entorno del convento de San Francisco, se formó el Barrio de San Francisco y junto a él, frente al mar y alrededor de la Casa del Rey, el barrio de Buda ocupando incluso zonas insalubres por las aguas estancadas junto al puerto. El Benacantil impedía el crecimiento de la ciudad hacia el Levante. El caserío no solamente había ocupado todos los terrenos disponibles dentro del recinto amurallado, utilizando incluso solares en la ladera del Benacantil, en puntos casi inaccesibles y de inadecuadas condiciones para la edificación, sino que también había densificado la ciudad ampliando en una o dos plantas los edificios existentes, y expandiéndose además extramuros22.

			Durante la primera mitad del siglo XIX, y hasta la demolición de las murallas, la ciudad propiamente dicha era la incluida dentro de ellas. Los arrabales exteriores, aunque fuesen contiguos al conjunto edificado, no se consideraban parte integrante de la ciudad. Esto se refleja en los aspectos administrativos puesto que incluso las calles reciben los mismos nombres que otras del interior del recinto amurallado sin que se considerase que esto podría generar confusiones. Por otro lado, cuando ya en el siglo XIX se planteó sacar de la ciudad los hospitales y cementerios, se instalaron contiguos al caserío de San Antón considerándolos de hecho «fuera de la ciudad» sin mayor preocupación sobre las condiciones sanitarias que aconsejaban distanciarlos de los caseríos habitados.

			Las tapias levantadas por los ingleses (1707-1708) de manera provisional no tuvieron la fuerza suficiente para integrar el barrio de San Francisco en la estructura de la ciudad. Pero entre 1810 y 1812 se levantó en este barrio un nuevo recinto, esta vez amurallado, que sustituía a las tapias, y a partir de este momento y a lo largo de todo el siglo XIX se convirtió en el núcleo de la planificación y el crecimiento urbano, hasta que se planteó el Ensanche, distanciándose del carácter extra-urbano que mantuvieron los barrios de San Antón y Roig.

			La desaparición hacia 1821 de las murallas interiores que discurrían por el Vall liberó una zona urbana vital para el nuevo conjunto que se había generado, ampliándose el espacio dentro de las murallas, dando lugar a la creación del barrio Nuevo. El eje formado por el Vall –actual Rambla Méndez Núñez– y el Portal de Elche, en torno al cual se volcaban por un lado la ciudad vieja y por otro las zonas nuevas recién incorporadas al conjunto, dieron un giro de 90º al eje lineal funcional y simbólico del Alicante del siglo XIX respecto a la ciudad de épocas anteriores. En efecto, si la espina dorsal de la ciudad antigua se desarrolló a lo largo de la doble línea de la calle Mayor y las actuales de Jorge Juan y Altamira, cuya relevancia estaba reforzada por la existencia de edificios monumentales tales como Santa María, el ayuntamiento, el convento de Dominicos, etc., a partir de estos momentos, el nuevo eje será la calle salón urbanizada en el vacío que habían dejado las murallas del Vall, el cual confluirá con el anterior en el Portal de Elche que se configura así como el corazón mismo de la ciudad del XIX.

			En el inmediato entorno del casco, los barrancos de corto recorrido, y esporádicas pero importantes avenidas, como el Bonhivern, el Carmen, Canicia, San Blas, Riuet, Barranquet, de las Ovejas, el Vall, etc., fueron también condicionantes de primera importancia en la configuración urbana23. Desaparecida la muralla interior del Vall, la ciudad se distribuyó en 14 cuarteles24. Los cuarteles 1, 2, 3 y 4, constituían el barrio de San Francisco y el barrio Nuevo. El nivel socioeconómico de los habitantes de San Francisco a mediados de este siglo era más elevado que el de los cuarteles 2 y 3 pertenecientes en su mayor parte al barrio Nuevo. En la zona oeste del Vall, adosado en parte al cuartel 4 y por su lado norte se situaba el cuartel 8 con el convento de Capuchinas, el paseo de la Reina en la zona del antiguo Vall y el teatro nuevo. Junto al cuartel 4 lindando con la línea de costa se hallaba el cuartel 5, donde se encontraban los mercados y el ayuntamiento lindando con la calle Mayor, antigua arteria de la ciudad e importante zona comercial. Su zona este se extendía por callejuelas y plazas cercanas a Santa María. Por encima del cuartel 5 se hallaba el cuartel 6 que comprendía la iglesia de San Nicolás y otra de las calles importantes de Alicante, la de Labradores con edificios residenciales. Al norte del cuartel 6, el cuartel 7 abarcaba el barrio del Carmen, ya en pendiente por las laderas del Benacantil, y encima de éste el cuartel 9 o barrio de Santa Cruz, lindando con la muralla noreste en lo alto de la ladera.
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			Plano 1: Plano de la ciudad de Alicante en 1849.

			Fuente: elaboración propia a partir de los libros de padrones

			


			Junto al barrio del Carmen y bajo del de Santa Cruz, lindando igualmente con las murallas del Benacantil, se hallaba el cuartel 10 o barrio de San Roque y en el extremo sureste se localizaban el cuartel 11 en la parte sur y línea de costa, que incluía el Paseo de Ramiro, y por encima el cuartel 12 o barrio de la Villavieja que contiene la iglesia de Santa María. Por fuera de las murallas y asomado al mar se encontraba el Raval Roig y en la zona norte de la ciudad, también fuera del recinto amurallado, el cuartel 14 o barrio de San Antón donde se ubicaba la fábrica de tabacos, los hospitales militar y civil25, y los establecimientos de Beneficencia que se instalaron en el ex convento de Capuchinos.

			En el centro de la ciudad se desarrollaba la mayor parte de la actividad urbana, pero también participaban de ella los barrios adosados al monte Benacantil: San Roque y Santa Cruz, si bien poseían un carácter marginal por la modestia de las casas y sus moradores que eran en su mayoría marineros, jornaleros y otros oficios similares. El arrabal de San Francisco poseía un emplazamiento costero y una actividad eminentemente comercial. Por último, el arrabal de San Antón era de los más deprimidos –tanto por el tipo de edificación como por los oficios de sus moradores– y el que poseía mayor densidad de población26.

			El censo de 180327 fue el último realizado bajo el Antiguo Régimen en Alicante. La población en este momento se encontraba en el vértice del crecimiento demográfico iniciado desde la Guerra de Sucesión. Según Enrique Giménez, la epidemia de fiebre amarilla de 1804 marcó el final de la expansión demográfica del setecientos28. La población de la ciudad de Alicante permaneció relativamente estacionaria en la primera mitad del siglo XIX. En 1804, antes de la epidemia de fiebre amarilla, se estimaba la población de la ciudad y arrabales en aproximadamente 13.212 habitantes29. La tabla siguiente muestra el número de habitantes registrado en los libros de padrones de vecindario en los años centrales del siglo XIX30.
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Tabla 1. Habitantes de la ciudad de Alicante y arrabales. 

			Fuente: Padrones

			


			En el análisis del desarrollo de infraestructuras a lo largo de la primera mitad del siglo XIX, que podían incidir en la mejora de las condiciones de vida de los habitantes y la salubridad de la ciudad, se patentizó la falta de iniciativas por parte de la corporación municipal, en cuyo descargo hay que considerar la situación de crisis de la ciudad comercial, a la que se superpone la crisis del Antiguo Régimen, y el periodo de incertidumbre política y social en España en general y en Alicante en particular que hizo imposible planificar el desarrollo de la ciudad31. Las situaciones concretas y cambiantes de los avatares políticos y las posibilidades económicas reales hicieron que las actuaciones fueran siempre urgentes y se volvieran rápidamente obsoletas y los proyectos se vieran continuamente superados sin que casi nunca llegaran a hacerse realidad32.

			El hecho de que la ciudad de Alicante fuera «plaza fuerte» perjudicó en varios aspectos su evolución. Una de las infraestructuras descuidadas fue el puerto, que adquirió en el siglo XVIII una relevancia singular debido a diferentes causas33, incluso a pesar de la insuficiencia de las instalaciones con que contaba y la escasez e incapacidad del muelle para el tráfico que debía soportar34. Sin embargo, no experimentó ninguna mejora sustancial quedándose obsoleto para los usos y actividades que estaba experimentando35. Su dependencia de organismos militares36 –concretamente de la Armada– vinculará sus necesarias ampliaciones a objetivos más amplios de defensa global de la ciudad37, que al fracasar, arrastrarán con su caída los proyectos del puerto.

			Por otro lado, las necesidades defensivas y la eficacia de las edificaciones y estructuras militares imponían un necesario control tanto de la ciudad construida como del territorio circundante38. El crecimiento que habían experimentado las ciudades del País Valenciano, y que había desbordado las murallas con la aparición de arrabales incontrolados, había obligado a dictar medidas para garantizar las mínimas condiciones defensivas; sin embargo, el consentimiento de mantener lo ya construido no es de hecho más que una declaración implícita del fracaso de estas medidas39. Paralelamente, por el hecho de ser plaza fuerte, se reunían en un reducido espacio gran cantidad de personas pertenecientes al ejército. Existía una carga para los habitantes de la ciudad llamada de «alojamientos» por la que, según el nivel económico y el tipo de vivienda, se les asignaban distintos grados de militares y tropa. Podían evitar el alojamiento en sus casas pagando de su bolsillo una pensión o fonda, pero la insuficiencia de estos establecimientos o la imposibilidad monetaria para afrontarlo hacían frecuentes las quejas que el cabildo municipal recibía por este motivo. Estas personas suponían un grado más en el hacinamiento de las viviendas y un foco potencial de enfermedades.

			Otra de las razones de la falta de iniciativas locales está ligada a cuestiones administrativas y de prioridades ajenas a las propias de la ciudad. La centralización política y administrativa llevada a cabo por los Borbones planteó la necesidad de la creación de una red de comunicaciones interiores de la península con apertura de carreteras y canales40. El fomento de las obras públicas como motor del comercio y riqueza de los pueblos, en opinión de los fisiócratas y ministros ilustrados, aunque más voluntarioso que real en estos años, dio origen a una serie de medidas de escasa incidencia en un principio pero que fueron el germen de otras actuaciones, ya en el siglo XIX, de importantes repercusiones urbanas41. La organización provincial de España fue un intento de imponer una estructura de gestión administrativa de las nuevas necesidades que habían ido surgiendo y que trascendían el marco puramente urbano –carreteras, hospitales generales, instituciones benéficas, etc.–, y una vertebración del poder del estado centralizado con una organización periférica42.

			Las directrices, criterios y prioridades relativas a puertos, ferrocarriles43, puentes, carreteras, etc., se marcaron en función de intereses ajenos, y a veces opuestos a las ciudades afectadas, y esto dio origen a una sensación de impotencia y desilusión en los poderes locales al verse totalmente marginados de un área de decisión en aspectos que les concernían directamente. La administración central tendió a dejar exclusivamente en manos de sus ingenieros todo tipo de obras públicas incluyendo en ellas aquellos edificios de uso público, tales como hospitales, cárceles, cuarteles, etc.

			Los intereses generales del Estado que implicaban una planificación territorial –creación de redes de comunicaciones y obras públicas– y que repercutían en el comercio, en la agricultura y en la incipiente industria, y, en definitiva, en el progreso del país, fueron prioritarios. La estructura urbana quedó como una pieza más de la ordenación territorial a la que se subordinaba.

			Durante el Antiguo Régimen no era posible hablar propiamente de actuaciones urbanísticas claramente organizadas y regladas44, pero sí existía un cierto control que se realizaba a través de las Ordenanzas Municipales y de la llamada policía urbana45: comprendía una serie de cometidos a cargo de los ayuntamientos que tenían relación directa con la seguridad, salubridad, comodidad y ornato de las poblaciones46.

			Otros aspectos fueron paulatinamente reglados con carácter general: la construcción de cementerios47, el control de las fiestas y la prohibición de realizar corridas de toros, la ordenación en materia de hospicios, mercados, etc. Toda esta legislación, si bien de una eficacia dudosa, fue sin embargo configurando una organización legal –como las Leyes Municipales– en la que la autoridad municipal fue cada vez más mediatizada por la administración centralizada que ejerció su control bien directamente o bien a través de otros organismos48 como las autoridades militares, las Academias y, ya en el siglo XIX, los gobernadores provinciales.

			Como consecuencia de la crisis económica y social que experimentó la ciudad de Alicante en la primera mitad del siglo XIX, la iniciativa pública quedó relegada a un mero papel pasivo de control y tutela, pero sin posibilidades reales de actuación frente a los promotores y agentes privados. Al dejar en manos de la iniciativa privada la remodelación efectiva de la ciudad, los poderes públicos perdieron la ocasión de llevar a la práctica mejoras planificadas para la ciudad. Sólo cuando esta burguesía local se vio asentada y segura, a partir de 1840 tras la Guerra Civil, se acometieron en Alicante una serie de obras necesarias49.

			Tras explicar algunos de los condicionantes legales o administrativos que afectaron a la dinámica municipal de Alicante, vamos a abordar una serie de infraestructuras que suscitaron gran interés y que en mayor o menor medida se acometieron en la primera mitad del siglo XIX. Un aspecto surgido en el siglo XVIII pero que empezó a tener importancia durante estos años fue el acondicionamiento y pavimentación de las calzadas y aceras. La circulación de carruajes y caballerías, el vertido libre sobre la calzada de aguas negras, el libre recorrido de aguas pluviales con el consiguiente arrastre de basuras y piedras, suponían un continuo perjuicio para su conservación en condiciones adecuadas. Las obras de pavimentación y construcción de aceras tenían un carácter de prestigio50 y repercutirán inicialmente, y de forma casi exclusiva, en las principales vías del centro de la ciudad emprendiéndose a partir de 1836 una actuación de más alcance que afectó a grandes áreas del barrio de San Francisco, el Portal de Elche y el barrio Nuevo. Precisamente allí donde se estaba reorganizando el nuevo centro de la ciudad51.

			El abastecimiento de aguas y el drenaje natural de las lluvias son los dos servicios más inmediatos que cualquier comunidad necesita plantearse de manera global. Aunque en Alicante el agua siempre había sido un bien escaso, los verdaderos y graves problemas de abastecimiento surgieron hacia la segunda mitad del siglo cuando el suministro resultó insuficiente al agotarse los manantiales utilizados hasta entonces –La Goteta, Fuensanta, Valladolid, Casa Blanca...– como consecuencia del crecimiento52. De hecho, el testimonio de dos higienistas alicantinos a finales del siglo XIX refleja con bastante acierto la dimensión del problema:

			


			El agua de Alicante no es potable; la que bebemos, los que podemos comprarla, es de fuera de la población (...) como el agua que sirve para la bebida se paga, resulta que los pobres, que aquí como en todas partes constituyen la gran parte de la población, hacen uso de las antiguas aguas de Alicante que no son potables y, alterando las funciones químicas de la digestión, dan lugar al desarrollo de gran número de dispepsias de todas clases53.

			


			En relación con la eliminación de las aguas residuales, hay que indicar que los cauces de barrancos naturales y vaguadas, las zonas de aguas estancadas y de difícil drenaje junto al puerto y las playas54, las laderas escarpadas y rocosas del Benacantil, fueron progresivamente ocupadas por viviendas. Esto dio origen a situaciones de hacinamiento e insalubridad y creó permanentes focos propagadores de todo tipo de epidemias que periódicamente azotaban Alicante a lo largo de los siglos XVIII y XIX55. El saneamiento de las aguas negras se realizaba tradicionalmente mediante pozos ciegos, lo que en las laderas rocosas del Benacantil implicaba focos continuos de contaminación dada la poca permeabilidad del subsuelo, por lo que se colmataban rápidamente y los depósitos fermentaban originando malos olores. Por otra parte, como la ciudad estaba asentada sobre una red de barrancos y de desagües naturales al mar, las lluvias torrenciales que periódicamente se producían causaban frecuentes problemas de inundaciones y avenidas. Este segundo aspecto fue el que dio origen a una rudimentaria red de drenaje mediante la canalización de los barrancos por el interior de la ciudad56; las aguas negras y de lluvia desembocaban en el puerto favoreciendo su aterramiento, dificultando su calado y al formar bolsas de aguas negras que no se renovaban agravaban los peligros de infecciones. Sin embargo, no se llevaron a la práctica las obras necesarias para solucionar el problema que se intensificó, aún más si cabe, a lo largo del siglo XIX. La creación y mejora de la red de alcantarillado no se acometió de manera sistemática hasta la segunda mitad del siglo XIX y fue prácticamente inútil debido a la escasez de agua para su arrastre y limpieza, a los problemas de escasez de pendientes en las zonas bajas, y como consecuencia su vertido directo en el puerto57.

			En relación con los mercados, la iniciativa municipal no fue importante en estos años, aunque se consiguieron algunas mejoras. Las carnicerías fueron trasladadas a principios del siglo XIX desde el Portal de Elche a una zona próxima a la Puerta del Mar (1809-1811) donde se había ido concentrando el mercado de modo más o menos espontáneo, por lo que el Ayuntamiento decidió levantar en este lugar en 1823 unas instalaciones adecuadas a este fin. En menos de 20 años estos edificios quedaron obsoletos y fue necesario reconstruirlos de nuevo en 1841, tras el decreto de 1834 por el cual las ciudades importantes debían señalar un lugar para la celebración del mercado. Siguiendo el esquema de este edificio anterior, se construyeron también dos plazas separadas y cerradas58.

			En cuanto a la trama urbana, la parcelación y forma de las manzanas, la anchura y pendiente de las calles, su trazado, sus condiciones higiénicas, de drenaje y orientación, etc., se mantuvieron prácticamente invariables, siendo reflejo de lo que a lo largo de la historia se había ido sedimentando. Las diferentes capas sociales se habían apropiado de zonas urbanas diferentes en función de sus características profesionales y económicas. La desamortización aplicada a Madrid en 1836 tenía como fin primordial dotar a la ciudad de cuarteles, hospitales, cárceles, permitir la apertura de calles, plazas y la creación de mercados59. Ampliada poco después esta ley a todo el Estado y creadas las Juntas de desamortización en todas las provincias, los problemas presupuestarios debidos a la Guerra Civil desvirtuaron el fin primordial de la desamortización, y la privatización de los bienes fue lo que prevaleció por encima de otros usos que hubieran permitido emprender reformas importantes en el interior de las ciudades.

			El urbanismo moderno en España nació con un marcado acento estatal y centralizado a través del recorte de competencias municipales, la política de tutela de las instituciones locales y la subordinación de las normas municipales a ordenanzas y reglamentos de carácter general60. A lo largo del siglo XIX, el poder público se reservó el derecho de planificar y controlar, pero la edificación y la mayoría de las mejoras que se emprendieron, sobre todo en la segunda mitad del xix, estuvieron a cargo de las iniciativas de los propietarios particulares que se erigieron como los auténticos artífices de la evolución de la ciudad, bajo la supervisión atenta, pero pasiva, de los poderes públicos.

			Las autoridades municipales se volcaron en esos momentos en la resolución de los problemas de urbanización de calles y plazas, en el abastecimiento de agua y en la creación de infraestructuras. La localización exclusiva de todas estas obras en las áreas centrales de la ciudad acentuó, de hecho, una segregación espacial de los grupos sociales al mejorar la calidad del medio urbano en los lugares donde las clases más pudientes estaban simultáneamente levantando sus viviendas. Las obras municipales vienen pues a confirmar la apropiación de la ciudad por la burguesía local. Por último, la creación de nuevos servicios –como el alumbrado– o la resolución de los tradicionales –como la traída de aguas– se realizó por empresas privadas mediante concesiones municipales. Se completaba así la cesión de la gestión de dichos servicios por parte de los poderes locales en beneficio de la iniciativa privada.

			Los edificios residenciales de la burguesía local buscaron emplazamientos céntricos, según la nueva estructura urbana que se había ido creando a lo largo del siglo, y se localizaron en las calles, plazas o paseos de este nuevo centro configurado por las calles de Bailén, entorno del Paseo de la Reina, Portal de Elche, plaza de las Barcas, calles de San Fernando y Princesa, etc. Por el contrario, la vivienda humilde que aún persistía se vio marginada de esta zona desplazándose hacia los arrabales, hacia las zonas más periféricas del barrio de San Francisco, hacia los barrios medios y altos del casco antiguo como los del Carmen, San Roque, Villavieja, Santa Cruz, etc. que siguieron densificándose con viviendas modestas para artesanos y proletarios según los modelos tradicionales establecidos.

			



			Situación socio-económica

			


			Alicante volcó su actividad en el comercio portuario, debido a su emplazamiento marítimo y a la situación privilegiada del puerto, al abrigo de los vientos. El desarrollo del comercio se vio favorecido por la posibilidad de comunicación con Castilla y Madrid a través del valle del Vinalopó, que salvaba los obstáculos montañosos61. La implantación de los Decretos de Nueva Planta y la unificación administrativa del Reino impulsaron la actividad comercial con otras ciudades peninsulares y la importación y redistribución de diversos artículos62. A través del puerto se traficaba con gran cantidad de productos: alimenticios, materias primas y productos manufacturados. Entre los productos alimenticios el trigo era importantísimo junto a otros granos. La pesca salada –sobre todo del bacalao de Terranova– era un apartado también importante en el tráfico portuario comercial, y el cacao y el azúcar, que llegaba desde Cádiz, solían ser enviados a Castilla la Nueva y a Madrid. Parte de los productos coloniales desembarcados en Cádiz se distribuían desde el puerto de Alicante por Europa, así como la sal y los frutos secos. Entre las materias primas implicadas en el comercio portuario cabe destacar la barrilla, drogas y similares –productos tintóreos y otros–, minerales metálicos, el tabaco, las pieles y los cueros, las fibras textiles, maderas y combustibles63. Eran consideradas de gran importancia las cenizas de las plantas barrilleras de los alrededores, que se destinaban todas ellas a la exportación64. También se comerciaba con diversos productos manufacturados. El comercio del puerto se regía por el Consulado, institución que actuaba como tribunal judicial –para los asuntos entre mercaderes– y como impulsora del comercio y de la actividad económica. Poseía carácter de organismo de fomento. El Consulado estaba constituido por comerciantes y mercaderes, hacendados, dueños de instalaciones fabriles o talleres. Para poder pertenecer a la institución debía poseerse un nivel determinado de bienes65.

			La importancia del comercio –como la actividad dominante de la ciudad– condicionó que la agricultura no se orientase hacia el abastecimiento de artículos de consumo para la población –que podían ser adquiridos fácilmente por el tráfico portuario– y promovió que se cultivasen en las zonas próximas los productos más comercializables –vid, almendro y barrilla–. La falta de agua se palió, en parte, con la construcción del pantano de Tibi66 que, no obstante, no permitía una horticultura y fruticultura suficientes para abastecer a la ciudad67. La tierra cultivada estaba muy parcelada y el tamaño de las propiedades era pequeño. Las mejores tierras –que proporcionaban los mayores beneficios agrícolas– estaban en manos de los grupos privilegiados que poseían la mayor extensión de la tierra de regadío68. Gran parte del núcleo urbano alicantino y de su campo circundante se encontraba en manos de comerciantes de origen foráneo.

			La influencia de la actividad comercial condicionó al sector secundario del trabajo, que se tradujo en la decadencia de las organizaciones gremiales generada por el principio burgués de la libre competencia en el mercado. Paradójicamente, el comercio del vino –en manos de la burguesía y hacendados alicantinos– conservó sus privilegios69. Los comerciantes y los aristócratas mantuvieron intereses contrapuestos, diferentes también a los de la población campesina y urbana de status económico medio o bajo.

			A gran distancia de la agricultura quedaba la producción artesanal, cuyos sectores más relevantes eran el textil (lino, algodón, cáñamo y esparto) y el tonelero. La industria apenas existía, con excepción de la Real Fábrica de Cigarros (1801), cuatro fábricas de aguardiente y tres alfarerías.

			Atendiendo a la propiedad, a la renta, a la actividad socio profesional y la participación en los distintos órganos de decisión de la ciudad, se pueden distinguir varios estratos en la estructura social de Alicante de finales del siglo XVIII y principios del XIX. Se distinguían cuatro clases según la renta. La primera correspondía a los «cavallers»70 y a los «ciutadans»71, a los profesionales liberales –abogados, médicos, etc.– y a los miembros de la administración municipal y empleados de la Corona. La segunda clase incluía a los comerciantes avecindados en la ciudad –aunque fueran extranjeros–. Una tercera clase era la formada por los menestrales y los artesanos –gremios, oficios y artistas–. La última clase la constituían los arrendatarios de fincas rústicas, labradores, jornaleros agrícolas, pescadores y marineros. Por último, se encontraban formando parte del vecindario los «pobres de solemnidad»72.

			Las diferentes clases ejercieron un peso social y un poder decisorio diferente. La nobleza local fue muy importante durante todo el siglo XVIII. Controlaban el poder político mediante el gobierno municipal y la Junta de inhibición de vinos forasteros73. Debido al soporte económico basado en el comercio marítimo de la ciudad, el grupo de los comerciantes y mercaderes gozaba de un claro predominio económico. Aunque no poseían las rentas y propiedades de los anteriores obtenían grandes ganancias. Gran parte de ellos era, como ya hemos indicado, de origen extranjero74.

			La mayoría de la población de Alicante poseía un nivel de ingresos muy bajo. El grupo más numeroso, después de los artesanos, eran los jornaleros agrícolas. El cultivo de sus pequeñas propiedades era insuficiente para subsistir y debían trabajar en el laboreo estacional –fundamentalmente de la vid– para aumentar sus ingresos. Los pescadores y marineros también se incluían entre los más desfavorecidos económicamente. Los primeros se dedicaban a la pesca de bajura en la bahía de Alicante y los segundos a la navegación de cabotaje. Los pescadores se concentraban en la Villavieja y Raval Roig, próximos a la playa del Postiguet –varadero de las pequeñas embarcaciones de pesca–. Los marineros lo hacían en la plaza de las Barcas, calle Virgen de los Desamparados, detrás de la Casa del Mar y en el arrabal de San Francisco. Estos últimos apenas cubrían con sus salarios las necesidades básicas75.
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Imagen 3. Alicante vista desde el muelle.

			Fuente: Laurent, 1858. Palacio Real. © Patrimonio Nacional.

			


			A mediados del siglo XIX, la inestabilidad política, las diferentes guerras libradas en el país y la profunda crisis económica existente frenó el desarrollo comercial de la ciudad de Alicante. Las cargas tributarias eran soportadas fundamentalmente por los comerciantes locales mientras que los extranjeros estaban exentos de ellas. En 1841 el cabildo municipal escribía una carta de protesta a la Diputación Provincial por el cupo que al comercio alicantino le correspondía pagar para cubrir la contribución extraordinaria de guerra y en el que no se había considerado la exención del pago de las casas de comercio extranjeras establecidas en la ciudad. En estas últimas, el subsidio industrial ordinario ascendía a 14.030 reales, mientras que el conjunto de la ciudad reunía tan sólo un total de 70.034 reales, de lo que se deducía que los extranjeros acaparaban la quinta parte de las contribuciones recaudadas. Más de la mitad de lo recaudado en concepto de industria estaba en manos de los extranjeros. Transcribimos parte de este escrito que refleja la situación de crisis que imperaba entre los comerciantes alicantinos:

			


			...el principal comercio de esta ciudad se ejerce desde inmemorial por casas extranjeras que son las que tanto en la importación y exportación como en frutos del país trabajan por mayor y algunos de ellos por mayor y menor. El bacalao, ramo el de más importancia en el tráfico de esta plaza, le reciben ellos directamente desde las pesqueras, le venden a las casas españolas, y cuando les conviene le desembarcan por su cuenta y le detallan en los almacenes. Ellos acopian la almendra, los cominos y demás frutos del país, no comprándolo del comerciante sino directamente de los labradores a quienes adelantan dinero y fijan precios antes de las cosechas y en suma monopolizan el tráfico de los productos de nuestra pobre agricultura; ellos en fin recorren por medio de comisionados los pueblos de la marina y del interior y por medio de estas factorías jamás el labrador obtiene la recompensa merecida a su afanoso trabajo. No de otro modo se observaría en esta plaza que las casas españolas destituidas de lujo, reducidas en sus despachos a escribientes con mezquinas dotaciones y ordenadas en el último grado de economía, casi todas decaen, los capitales de las que adelantan no pasan de la esfera de una mediocridad insignificante, mientras las extranjeras montadas con lujo, sin escasear nada a las comodidades de la vida y con un crecido número de dependientes bien dotados, prosperan y llegan a tener capitales de consideración que trasladan a sus países. Pues éstas son las casas exentas de todo tributo extraordinario y que reúnen a las demás ventajas la de estar relevadas de una carga insoportable ya en esta ciudad...76.
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